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se cae en una tautología cuando en el libro aparece: "Pero aunque el mo­
vimiento del 68 expresó necesidads socialse no sólo estudiantiles, no logro 
incorporar a otros grupos sociales importantes, y en su base activa quedó 
reducido a los universitarios" (p. 4). 

Tal visualización de las cosas conduce a que la fase radical del movi­
miento estudiantil se considere como su momento más elevado, y no 1968 
( en su plena fase democratizante), en lo que otros autores han coincidido. 
El radicalismo expresó un exceso voluntarista que quiso convertir un movi­
miento en esencia reformista en uno con contenido y metas revolucionarias; 
el ejemplo del grupo "Los enfermos" es ilustrativo del fracaso de esta vía 
confrontacionista con los grupos dominantes. 

Una honda crisis de autoridad en el seno de las universidades provoca 
también la exacerbación del activismo estudiantil y del izquierdismo en sus 
filas, lo que indica más un extravío y descomposición del movimiento 
que un avance hacia metas realmente posibles. 

Con todo, un acierto del libro es que trata de penetrar en la compren­
sión del radicalismo estudiantil, pero sus tesis de exaltación del basismo 
y de los movimientos de masas son inexactas para llegar a este objetivo, 
ya que las raíces de tal hecho en buena medida nacen de un ambiente 
hostil no sólo externo sino también en el interior de las universidades, 
donde los grupos renovadores son incapaces de replantear el ejercicio de la 
autoridad y del poder en té.rminos no impositivos ni paternalistas. 

Indudablemente las fallas más importantes del libro proceden de su 
deseo por plantear tesis e ideas originales sobre el movimiento estudiantil 
mexicano sin indagar seria y profundamente acerca del estado actual de la 
investigación en que se halla el tema. 

Jesús Aurelio Cue,·as Díaz 

Dos Santos R., Mario (compilador), Concertación político-social y 
democratización, Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales 
( CLACSO), Buenos Aires, 1987, 3 3 7 pp. 

Dentro del contexto latinoamericano actual, nuestra región gesta pro­
cesos de apertura política en varios países del área y las demandas de demo­
cratización por parte de las mayorías son claras. 

El problema se puede ver desde dos puntos de vista: por un lado, la 
forma de gobernar; por el otro, la democratización. La forma de gobernar 
como la transformación del papel del Estado en la política y hacia la socie­
dad latinoamericana, el enfrentamiento a un.a profunda crisis económica 
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regional, los procesos de restructuración económica y las relaciones de poder 
a escala mundial. La democratización como el cambio social capaz de ge­
nerar en nuestras sociedades potencialidad de desarrollo, integración y 
autonomía. 

La concertación político-social es relevante pues contempla los dos pun­
tos de vista. Como pacto político, intenta estabilizar y consolidar la insti­
tución democrática; como pacto social, constituye un mecanismo para el 
diseño de políticas económicas orientadas a la regulación de la érisis; final­
mente, ayuda a canalizar la participación de lo_s grupos sectoriales. 

La concertación es un campo institucional para el procesamiento de 
conflictos, intercambios y decisiones. En el pleno social se centra en regular 
las acciones de los agentes económicos en el nivel del mercado. En el plano 
político, plantea nuevas formas de representación política en la sociedad. 
Estos problemas de representación y de transformación democrática son 
correlativos a los problemas del desarrollo. 

Los desafíos de la concertación poltica y social en América Latina nos 
remiten a la búsqueda de una democracia más amplia, innovadora, capaz 
de proponerse y resolver la cuestión del cambio social. 

Concertación político-social y democratización es una compilación de 13 
ensayos que exponen los planteamientos, las polémicas actuales y los obs­
táculos reales a los que se enfrenta la concetración social en Latinoamérica. 

A finales de la década de los años 70, la región enfrenta la necesidad 
de inaugurar la discusión sobre la construcción de una nueva democracia, 
y al inicio de los 80 se plantea una severa crítica a las democracias res­
tringidas. 

Así, países que em�en de regímenes burocrático-autoritarios y que 
inician su proceso de redemocratización (Argentina, Brasil y Uruguay), 
y países con sistemas autoritarios (Bolivia, Colombia y Venezuela), propo­
nen amplios y mejores mecanismos de democratización, lo cual repercu­
tirá en la instauración de sistemas políticos democráticos. 

La concertación política y social es el tema central de este libro; sus 
actores principales, las organizaciones sindicales, los organismos empresaria­
les y el Estado, establecen negociaciones y gestionan consensos con la fina­
lidad de consolidar la institucionalidad democrática y para establecer me­
canismos que apoyen el diseño y la evaluación de políticas económicas 
utilizadas en cada uno de los países mencionados. Las condiciones especí­
ficas en cada país hacen que los alcances, limitaciones y repercusiones de la 
concertación social presente resultados diferenciados en cada región. 

El primer ensayo de la compilación, "Pactos en la crisis. Una reflexión 
regional sobre la construcción de la democracia", de Mario dos Santos, 
señala que hoy en Latinoamérica la concertación política y social amplía 
la pregunta de las posibilidades y alcances de la democracia en nues­
tra región. 

Para el autor, la función de construir un nuevo sistema de convivencia 
política se presenta como previa a la acción de gobernar; de esta manera, 
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los pactos fínnados por los partidos políticos, las relaciones interpartidarias 
y su vinculación con los grupos o actores sociales organizados, son condición 
necesaria para establecer mecanismos institucionales de concertación social. 

En países como Chile y Paraguay, la fase de lucha antidictatorial se 
funda en pactos interpartidarios o en la construcción de frentes de oposi­
ción, los cuales se centran en la propuesta de un marco constitucional 
democrático. En Uruguay, Argentina y Brasil, que se encuel)tran en fase 
de reinstalación de la democracia, los pactos políticos partidarios, intentan 
crear frentes electorales con proyectos de democratización más amplios. 

Asimismo, observa que el centro de la discusión es la concertación social; 
sin embargo, la concertación política ofrece múltiples posibilidades para 
el establecimiento de la concertación social. Por un lado, porque se requiere 
de un régimen democrático para que exista la concertación social, y por 
otro, porque al poner en práctica mecanismos institucionalizados se observa 
una vinculación estrecha entre los partidos, el gobierno y los sectores socia­
les organizados. 

Por otro lado, dos Santos define los mecanismos de concertación social 
cuando el Estado comparte institucionalmente la responsabilidad del diseño 
y aplicación de políticas socioeconómicas con los actores sociales organizados. 

Las formas que adopta la concertación social, comenta, son básicamen­
te tres: 1) acuerdos sobre políticas de ingreso; 2) negociaciones colectivas 
ligadas a la ejecución de políticas económicas y sociales dadas, y 3) ins­
tauración de comisiones tripartitas públicas tendientes a discutir la orien­
tación de la política económica. 

Así, el desarrollo o retroceso a que se enfrenta la concertación social 
requieren atención en función del análisis de los actores que la integran. 
En relación al Estado en Latinoamérica, éste ha ampliado su poder de 
decisión en la economía por la vía de la crisis, sin lograr extender su capa­
cidad de acción reguladora de la realidad económico-social, ni elevar sus 
márgenes de legitimidad de los procesos de apertura política. 

Las organizaciones sindicales ( sobre todo en Brasil, Argentina y Chile) 
presentan una mayor disposición a negociar y a ampliar sus mecanismos 
de conciliación como parte de una estrategia de acción sindical; sin em­
bargo, se profundiza la dispersión del movimiento obrero organizado resul­
tado de la recesión económica. 

La participación empresarial advierte una mayor disposición a las nego­
ciaciones tripartitas, sin dejar por ello de verse favorecida en sus intereses 
a nivel sectorial. 

La conclusión general que plantea el autor es que no se ha podido 
incidir en las políticas económicas por medio de la participación de grupos 
sociales organizados. En naciones en proceso de apertura (Uruguay, Brasil 
y Argentina), se han elaborado políticas económicas estatales sin la par­
ticipación institucionalizada de los sectores sociales organizados, por lo cual 
resulta difícil crear las condiciones de pactos político-sociales significativos. 

16 
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El caso de Venezuela es analizado en el traba jo "Crisis y concertación 
en Venezuela: dos coyunturas históricas", de Margarita López y Luis Gó­
mez. Es un análisis comparativo de la crisis política y la necesaria concer­
tación en dos momentos históricos en Venezuela, 1958-64 y 1979-84, en 
donde el proceso sociopolítico permitió estas dos coyunturas. 

El primer momento se caracterizaba por una incapacidad de la sociedad 
para establecer una relación adecuada entre el desarrollo socioeconómico 
y la forma de representarse políticamente. 

Primero se intentaba agrupar a las fue.rzas sociales organizadas en torno 
de un proyecto social que permitiera y garantizara la continuidad del mo­
delo de desarrollo industrial, estableciendo una serie de acuerdos y com­
promisos con los agentes sociales organizados que le permitiera influir polí­
ticamente sobre el poder estatal; de esta manera, la concertación social 
de 1958-64 tenía como meta política la estabilidad institucional. 

La acción concertadora se presentaba en primera instancia entre los 
partidos políticos de mayor peso y el sector empresarial; los partidos polí­
ticos eran los mediadores y representantes de los grupos socia'les organizados. 

As, para los autores, los personajes principales de la concertación social 
en la Venezuela de 1958-64 fueron: los partidos políticos pluralistas conso­
lidados como élite dirigente, y el Estado, agente capaz de garantizar el 
conjunto necesario de los compromisos. 

Los pactos realizados fueron: pactos interpartidarios, pactos entre los 
empresarios y el Estado y concertaciones progresivas tendientes a lograr 
la institucionalización de mediaciones entre el Estado y la sociedad. 

Para la segunda instancia es necesario considerar algunos antecedentes; 
el auge petrolero de 1974 no eliminó los signos de agotamiento del modelo 
de sustitución de importaciones promovido por el Estado venezolano. 
En 1980 empiezan a profundizarse ciertos rasgos estructurales; primero, 
una mayor participación del Estado en la· economía; segundo, se produce 
un aumento en las expectativas de participación en el ingreso nacional 
por parte de los grupos sociales; tercero, las intenciones de establecer una 
economía diversificada se eliminaron al incrementarse la dependencia del 
ingreso por exportación del petróleo y cuarto, al aumentar el gasto público 
la economía se mantiene estancada y crece el endeudamiento. 

Sin embargo, la discusión no se limita al campo económico; la crítica 
al Estado y al sistema político plantea reformas en las estructuras de la 
administración pública y de los partidos políticos. El énfasis recae en la ne­
cesidad de cambios profundos en .el modelo de desarrollo, manteniéndose 
sin alterar las atribuciones a los partidos políticos como mediadores y cana­
lizadores de la participación política. 

La concertación social, comentan López y Gómez .Calcaño, entendida 
como los acuerdos entre los sectores de la producción ( empresarios, organi­
zaciones sindicales y Estado), debe tomar en cuenta que los canales de 
mediación entre los grupos sociales son múltiples y que pueden agilizar 
u obstaculizar formas específicas de concertación.
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Para el caso venezolano, las características de concertación son: el pre­
dominio de acuerdos multilaterales donde el Estado promueve la concerta­
ción entre agentes sociales y la influencia decisiva de los partidos políticos; 
la concertación no se limita a pactos constitutivos iniciales, ya que éstos 
son sustitutidos por otro tipo de acuerdos y los pactos celebrados no limitan 
o impiden los conflictos.

El análisis muestra que el papel del Estado en su relación con las orga­
nizaciones sociales no solamente ha sido de mediador, también es el Estado/ 
providencia que subsidia y protege los intereses corporativos de los gru­
pos sociales. 

La conclusión a la que llegan los investigadores es que en la coyuntura 
venezolana actual coinciden, por un lado, un conocimiento de la crisis del 
modelo de desarrollo, y por el otro una resistencia al cambio en los patrones 
de comportamiento político de los actores sociales principales (llámense el 
Partido de Acción Democrática, la Confederación de Trabajadores de Ve­
nezuela o el Partido Social Cristiano). Asimismo, esta situación de crisis 
ha permitido el diálogo entre los factores de la producción, manteniendo 
y proponiendo opciones al gobierno. 

Definitivamente es necesaria una combinación positiva de factores inter­
nos y externos para tratar de eliminar las tensiones económicas, sociales 
y políticas existentes, evitando el derrumbe del marco institucional, hasta 
el momento en pie. 

El ensayo "Crisis de Estado y problemas de democratización", de René 
Mayorga, nos plantea la actual crisis de la sociedad y el Estado bolivianos. 

En primera instancia, comenta cómo la sociedad boliviana ha perdido 
capacidad de articulación y representación ante el Estado en los diversos 
intereses y conflictos sociales; esta crisis social se presenta de manera parale­
la al proceso de transición hacia la democracia con el sistema democrático 
instaurado en 1982. Entre los motivos que la condicionan hay un plura­
lismo de actores políticos y sociales en permanente confrontación, lo que 
ha imposibilitado la elaboración colectiva de un programa democrático 
que intente dar solución a la crisis del Estado y a la crisis económica. 
Asimismo, señala el artículo que la sociedad boliviana no ha podido orga­
nizarse con base en sus instituciones políticas. 

Por su parte, la crisis del Estado ha radicado en su incapacidad para 
construir un modelo estatal que permita vincular y representar en el nivel 
del sistema político a los actores y fuerzas sociales. 

Las actuales pugnas y divergencias entre el gobierno de la Unidad De­
mocrática y la Central Obrera Boliviana y entre éstos y la Confederación 
de Empresarios Privados Bolivianos, muestran en la crisis del Estado la 
nula capacidad de conciliar los intereses nacionales y los intereses par­
ticulares. 

Los partidos políticos (la Unidad Democrática Popular como el más 
representativo de los partidos políticos) se encuentran en su mayoría estre­
chamente vinculados a su clase social. sus intereses y sus demandas, por 
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lo que no existe una correspondencia entre las clases, los movimientos socia­
les y los partidos políticos. 

También se señalan las marcadas diferencias entre los sindicatos y los 
partidos políticos ( sobresaliendo por su peso político la Central Obrera 
Boliviana) ; a la vez, se da una lucha frontal antagónica entre éstos y el 
Estado, lo que hace al sistema político extremadamente vulnerable. 

Al establecerse el régimen democrático de la Unidad Democrática en 
1982, la problemática central era la construcción de una democracia par­
ticipativa que suponía la integración de actores políticos y agentes sociales 
dentro de un sistema democrático significativo. 

El hecho central, expone finalmente Mayorga, es que hasta la fecha 
no existe una alternativa viable de organización del Estado boliviano, ya 
sea autoritaria o democrática. Por su parte, la Central Obrera Boliviana 
adolece de debilidad política, lo cual acaba con los intentos de construir 
una alternativa estatal propia o la posibilidad de participación en un Es­
tado democrático. 

"Crisis y reajuste del esquema de concertación económica en Colombia 
1980-1985" es el título del ensayo presentado por Gustavo Gallon. La con­
certación económica en Colombia presentó una creciente demanda, por parte 
de los principales g.remios empresariales, de los mecanismos formales y per­
manentes necesarios para negociar con el gobierno las decisiones estatales 
sobre la dirección general de la economía. Se trataba de generar una con­
certación formal que conjuntara a todos los actores sociales y políticos 
en los términos más democráticos posibles. 

Durante la administ.ración de Belisario Betancourt se pone en práctica 
.la concertación sólo una vez que el gobierno adoptaba determinadas me­
didas políticas o económicas con la finalidad de modificarlas; Gallon define 
lo anterior como la concertación a p,osteriori, contraria a la concertación 
"previa", que era la exigencia gremial de aquel momento. 

El agotamiento del modelo de desarrollo caracterizado por el auge del 
capital especulativo era significativo para 1982. Este agotamiento generó, 
por un lado, una recesión industrial y el endeudamiento de las empresas, 
y por el otro obligó a la administración Betancourt a establecer una política 
económica orientada a reordenar el sector financiero, protege.r la industria 
e. incrementar los ingresos estatales.

A partir de este momento, señala el autor, el Estado ruume la tarea
de promover el proceso de concertación con los sectores de la producción; 
sin embargo, utiliza pa.ra ello concertaciones bilaterales parciales, es decir 
acuerdos entre el gobierno y algún sector empresarial llevados a cabo de 
manera informal; así, la política económica utilizada por el gobierno de Be­
tancourt fomentó en la realidad el establecimiento de nuevas relaciones 
entre las fracciones dominantes de la economía. 

Otra variación de la concertación utilizada por el Estado colombiano 
es la llamada "concertación compensatoria"; ésta se dio ante la ausencia 
de acuerdos globales previos. También surge la "concertación simbólica", 
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la cual se usó en múltiples ocasiones y consistía en la celebración de acuer­
dos sociales, no discutidos previamente con ningún sector en particular� 
pero sí vertidos directamente al conjunto de ellos. 

La presentación del plan de desarrollo es duramente criticada por la 
ausencia de concertación, lo cual obliga a la clase obrera a formar un frente 
sindical democrático que plantea al gobierno una serie de demandas sociales. 

Las relaciones del Estado con los sectores populares en este período tu­
vieron una particular experiencia de concertación global, como conse_cuen­
cia de los acuerdos celebrados en 1984 con tres organizaciones guerrilleras: 
el M-19, el EPL y el ADO; así, a principios de 1985 se gesta un proceso 
de diálogo nacional. 

Si bien el campo de la concertación en Colombia se ubica dentro de 
un esquema marcadamente excluyente y tradicional, por lo que la formu­
lación de una concertación global no se vislumbra en el corto plazo, sin 
embargo se espera que se fortalezcan concertaciones bilaterales con las 
fracciones empresariales y con algunos espacios de negociación con la clase 
obrera, de tal manera que no se altere la estabilidad política. 

Finalmente, según el investigador, se espera un replanteamiento de las 
relaciones entre los actores de la concertación y los restantes elementos 
del régimen político. 

"Trabajadores, empresarios y concertación social para la democracia", 
de Guillermo Campero, nos plantea el caso chileno. La historia del desa­
rrollo estatal en Chile desde los años 30 hasta el inicio de los 70 muestra 
un régimen político democrático institucional y socialmente representativo 
en lo fundamental. En este amplio período se establecen pactos duraderos 
entre las clases y los gru:r9s de inteJ"eses que gradúan la, transformaciones 
sociales. 

La concertación social, vista por el investigador Campe.ro, requiere de 
dos actores principales para poder realizarse: empresarios y trabajadores. 
Se define como el proceso por medio del cual actores sociales y políticos 
concurren a la definición de objetivos y métodos que aseguren el funcio­
namiento y las transformaciones sociales garnntizando un gobierno de­
mocrático. 

El Estado de compromiso propio de esta etapa está ubicado dentro de 
un marco político democrático, con equilibrio de poderes, conflictos institu­
cionalizados y con formas de concertación social donde el empresariado 
y el sindicalismo son los actores importantes. De ahí que el autor distinga 
tres fases que fragmentan el período 1938:-1973 según la forma en que 
estos dos actores articulan sus relaciones en el marco de la concertación. 

El modelo de concertación "abierta" c:orresponde a la década de los 40. 
En esta primera fase, los actores concurren a ciertos consensos globales, 
manteniendo un sistema político estable y aceptado por ambos sin sujetarse 
a programas totalizadores. A la tercera fase, a principios de los 70, se le 
denomina modelo de concertación "cerrado"; en este caso predomina un 
tipo de relaciones entre los actores en donde su concurrencia a ciertos 
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consensos se define por los requisitos provenientes de proyectos alternativos. 
La fase intermedia, ubicada en los 50 y la mitad de los 60, es un momento 
de transición entre ambas etapas, período en que concurren elementos de 
ambos modelos. Durante el .régimen autoritario posterior a 1973, el gobier­
no se sitúa por encima de las relaciones sociales y define criterios y pautas 
de bienestar, sin considerar la decisión de los actores. 

El autor se hace la pregunta de si es posible hoy la concertación social 
para la democracia entre empresarios y sindicalistas. A últimas fechas se 
observa el debilitamiento estructural del sindicalismo. En el plano empre­
sarial, los gremios tienen un perfil corporativo bien organizado. Por tanto, 
la cuestión del cambio de régimen político está necesariamente asociada 
a cualquier opción de concertación social. 

Dentro del proceso real de concertación social, los sindicalistas aspiran 
a que el Estado refuerce su papel de contralor y protector de los dere­
chos laborales. 

Los empresarios insisten en el apoyo estatal a sus condiciones de inver­
sión y de competitividad, pero .rechazan su injerencia directa en ciertas 
actividades. 

En el caso chileno, el establecimiento de la concertación social se dará 
cuando se abran perspectivas y caminos alternativos a los procesos sociales, 
dada la situación actual. 

En relación con lo político, es difícil precisar si puede haber o no con­
certación social, dado que a últimas fechas se dan tanto signos favorables 
como desfavorables en el sentido de la concertación. 

Para el caso de Uruguay se presentan dos trabajos, "Estado, partidos 
políticos y ccncertación social en el Uruguay de -la transición" de Juan 
Rial, y "Las incertidumbres de la concertación" de Horado Martorelli, 
Carlos Pareja y Romeo Pérez; en ambos textos se plantea la necesidad 
de legitimar la acción del Estado y de crear un nuevo consenso entre la 
�ocicdad civil y la sociedad política, lo que permite legitimar al nuevo 
régimen democrático. 

Para Rial, después de largos años de autoritarismo a los que se ha en­
frentado Uruguay, la sociedad civil recobra posibilidades de movilización 
tendientes a buscar una nueva forma de legitimación de la sociedad polí­
tica. El Uruguay de hoy reclama la creación de un nuevo acuerdo entre 
el Estado y la sociedad; este nuevo acuerdo, señala Rial, se denomina con­
certación, y parte de las ideas de pacto o contrato social como origen de la 
sociedad civil y del Estado. 

De este concepto de concertación pueden deriva.rse en la realidad posi­
ciones opuestas, donde el pacto pasa a ser un medio de acción política para 
imponer límites a quien tiene el poder. La concertación puede restringirse 
al grado de considerarse sólo como un instrumento de regulación de con­
flictos de carácter sectorial. 

En el Uruguay existe confusión en los planos de la concertación social' 
y el pacto político; el pacto consiste en una nueva legitimación del régimen 
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democrático que sucede al autoritario. La concertación se entiende como 
la forma de encontrar diferentes niveles de confrontación entre la sociedad 
civil y el Estado; por otra parte, ante la crisis del "Estado de bienestar", 
al cubrir parcialmente las necesidades de la población, se ve al Estado uru­
guayo como una combinación de coerción y consenso, como una articula­
ción entre sociedad civil y Estado. 

El fracaso del modelo económico neoliberal utilizado en Uruguay per­
mitió que los sectores empresariales reclamaran, sobre el papel intervencio­
nista del Estado, la vigencia de la empresa privada y de la economía de 
mercado; asimismo, sectores y movimientos sociales reclamaban, por su parte, 
el regreso de un Estado interventor y planificador con un alto sentido social. 

Los partidos políticos tenían la difícil tarea de acelerar y concretar el 
paso de un régimen autoritario a uno democrático. El objetivo fundamen­
tal de los partidos políticos es alcanzar el pacto político Y., paralelamente, 
alcanzar el pacto social; en este sentido, el Partido Colorado establece 
su nuevo proyecto de nación que sólo se dará cuando exista un amplio 
consenso, manifestado en acuerdos políticos y pactos sociales que sustenten 
la acción de un gobierno constitucionalista; sin embargo, imperan las am­
bigüedades en las definiciones partidarias; por tanto, se observa como ne­
cesario .eestructurar los programas por parte de los partidos políticos, cuya 
responsabilidad es aprovechar esta crisis general para crear un nuevo 
proyecto de país. 

El trabajo de Martorelli, Pareja y Pérez, se aboca a considerar el papel 
de los movimientos sociales en el proceso de democratización uruguayo. 

Durante décadas, el movimiento obrero constituyó el paradigma de 
los movimientos sociales; las respuestas del sistema político a las demandas 
de los movimientos sociales se ha dado en tres formas: las políticas sec­
toriales, la oferta de bienes individuales y la represión institucionalizada. 
Por tanto, las relaciones entre los movimientos sociales y las políticas sec­
toriales impulsadas por el gobierno a través de las instituciones del Estado 
son condicionadas por la burocracia estatal. 

La oferta de bienes individuales constituye un producto del sistema polí­
tico que consiste en el otorgamiento de facilidades, influencias o prestigio 
desde quienes ejercen autoridad hacia personas y grupos particulares. 

La represión institucionalizada, respuesta producida por el sistema po­
lítico consistió en el empleo directo de la fuerza física del poder estatal 
para contrarrestar la presión de uno o más movimientos sociales. 

En la etapa de t.ansición hacia la democracia y durante el proceso 
de constmcción de la misma aparecen dos puntos de interés; por un lado, 
la relación de los movimientos sociales con los partidos políticos, y poi;< 
otro, la relación de los movimientos sociales con el Estado. Los partidos 
políticos están desarrollando rápidamente su capacidad de diálogo y nego­
ciación con sectores importantes de los movimientos sociales. 

El sistema poltico uruguayo deberá afrontar en el mediano plazo la 
renovación de relaciones entre partidos políticos y movimientos sociales. 
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La problemática de la concertación social en Brasil es presentada en 
dos ensayos los cuales nos muestran el difícil escenario económico existente 
en Brasil y los obstáculos y dificultades que se presentan para la celebración 
del llamado pacto social. 

"Crisis económica y pacto social" de Francisco de Oliveira advierte 
que la actual crisis económica brasileña es el momento más indicado para 
celebrar un pacto social como opción a la política económica irecesiva. 
Este pacto social podría constituirse en una organización de la lucha de 
clases capaz de dar dirección tanto en los períodos de recesión como en 
los de auge. 

El pacto social explicitado por Tancredo Neves no es más que la 
expresión de una "tregua social" entre los participantes más importantes 
de la economía y de la sociedad; ésta aparece como una táctica de consoli­
dación y relanzamiento de la economía, evitando el cambio en las condi­
ciones de las relaciones capital-trabajo en el Brasil. El partido del Frente 
Liberal que forma parte de la Alianza Democrática es uno de los más 
interesados en la realización del pacto social. 

En las condiciones actuales del sindicalismo brasileño señalan que difí­
cilmente podrán establecerse negociaciones y avances debido al carácter 
emhrionario de sus centrales (los Sindicatos Metalúrgicos de Sao Paulo). 

Asimismo, dadas las características extremadamente centralizadas del 
Estado hrasileño y de sus instituciones, es difícil establecer relación entre 
los pactan tes por un lado, el Estado y sus instituciones; por otro, los mo­
vimientos sociales. 

El problema mayor que se presenta frente a las perspectivas del pacto 
social es que, mientras el gobierno dispone de los instrumentos de política 
económica, el empresariado dispone de mecanismos de reajuste a los cuales 
el gobierno no puede someterse; el conjunto de los asalariados y desem­
pleados dispone de muy pocos instrumentos para imponer sus intereses, 
es deciir, el grado de organización y los medios disponibles por los posibles 
pactantes son marcadamente desiguales para poder pensar en su viabilidad. 

El sentido real que debería tomar dicho pacto sería el de tratar de im­
pulsar negociaciones hacia asuntos de pertinencia y alcances generales, 
compatibles con las formas organizacionales y los medios con los que dis­
ponen los movimientos sociales. 

Ma. Tavares, Silvia Lang y W. Keller, con su ensayo "Sindicalismo bra­
sileño y pacto social", abordan el tema del pacto social en las circunstan­
cias presentes del proceso brasileño de democratización. 

El pacto social, señalan, es apenas una propuesta mal definida, dirigida 
a empresarios y trabajadores por un gobierno que ni siquiera puede ins­
talarse plenamente. 

El sistema sindical brasileño se caracteriza por una baja concentración 
de sus sindicatos. Esta razonable desconcentración genera movimientos con­
trolados de los asalariados a un sistema político autoritario. Por lo tanto, 
el movimiento sindical es hoy la mayor red sindical oficial. En su interior 
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conviven, conflictivamente, sindicatos reconocidos por el Estado y asocia­
ciones civiles no tuteladas. 

El papel del Estado es el de participar en las negociaciones directas, 
con los sindicatos, sin la intervención del Estado, lo que significa la aper­
tura de empresarios y empresas para la negociación. 

Finalmente señalan las investigadoras sobre la importancia de las estra­
tegias sindicales para el éxito de la propuesta de acción concertada. Estas 
estrategias dependen de las orientaciones de los dirigentes sindicales y de 
opciones de acción que enfaticen la confrontación o las soluciones pactadas. 
Así, en el Brasil de hoy el nuevo movimiento sindical surge e inscribe las 
demandas sociales en la agenda del debate político. 

Son dos los ensayos que tratan la concertación social en la Argentina: 
"El contexto y los dilemas de la concertación en la Argentina actual", de 
Liliana de Riz, Marcela Cavarozzi y Jorge Feldman, y "Sindicalismo y con­
certación social. La coyuntura argentina actual", de Arturo Fernández. 

El enfoque con el que los investigadores consideran la concertación es 
el modo de gobernar las relaciones entre las fuerzas sociales organizadas 
y el Estado; se trata también de la busqueda de acuerdos acerca del fun­
cionamiento y dirección de la economía. 

Ante una larga historia de inestabilidad política y una crisis económica 
crónica, la concertación se vuelve el instrumento político para gobernar 
el intercambio entre las organizaciones gremiales, las asociaciones de em­
presarios y el Estado. 

Una vez recuperada la estabilidad del régimen democrático, la concer­
tación depende hoy de la capacidad de transacción de los dirigentes políti­
cos y de los actores sociales involucrados, que tienen que acordar entre sí 
los procedimientos para institucionalizar sus disputas, delimitando las áreas 
de conflicto y reafirmando la vigencia de normas, garantías y límites para 
ejecutarlas. 

En una sociedad en transición hacia la democracia, como la argentina, 
la concertación entre las fuerzas sociales organizadas aparece como el medio 
más adecuado para gobernar la crisis económica. 

De las elecciones realizadas en 1983, con el triunfo del Partido Radical, 
el sindicalismo se encontró con la novedad de un gobierno surgido de elec­
ciones libres, donde la democratización de las organizaciones sindicales fue 
uno de los pilares de la gestión del gobierno radical. El movimiento obrero 
se manifestó dispuesto a acordar en forma negociada normas de equidad 
para el funcionamiento de la economía. 

La demanda fundamental de los sindicatos es la convocatoria a las 
convenciones colectivas de trabajo, estrategia alrededor de la cual se ar­
ticula su acción económica. 

Para las organizaciones empresariales, concertar una política económica 
('Il la actualidad significa obtener garantías por parte del Est:::do, donde 
pueda defender sus intereses y garantice la paz. Lo anterior reafirma la tra­
dición antiestatista por parte del sector empresarial. 
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En relación con el Estado, caracterizado por su debilidad y su escasa 
tradición de cooperación con las fuerzas sociales organizadas, la concer­
tación queda excluida. 

Actualmente se asiste a un patrón de relaciones entre sindicatos, asocia­
ciones empresariales y gobierno nunca antes visto en la sociedad argentina. 
Las fuerzas sociales organizadas convergen en el cuestiona.miento de la efi­
cacia del gobierno y han logrado sortear los conflictos que las enfrentan 
como representantes del capital y del trabajo, respectivamente. El gobierno 
es demandado como árbitro de conflictos y como garante de las acciones 
concertadas. 

Arturo Fernández señala que el desarrollo de la concertación ha sido 
posible gracias a las transformaciones económico-sociales del capitalismo; 
también es producto de la evolución del sindicalismo y la organización 
del movimiento obrero. 

Asimismo, ofrece un recuento de los antecedentes nacionales en ma­
teria de concertación social y de participación sindical; un momento im­
portante dentro de este proceso histórico ocurre cuando se establece el 
"Acta de Compromiso Nacional" entre la Confederación General del Tra­
bajo (cGT), la Confederación General Económica (caE) y el Gobierno 
Nacional; parte de un programa de reformas de las estructuras económico­
sociales implantado por el presidente Cámpora en 1973. 

Sin embargo, de 1976 a 1'982 se gesta la crisis sindical. Las prácticas 
sociales de los dirigentes sindicales nacionales y de las propias bases obreras 
fueron limitadas y condicionadas por el clima de temor impuesto durante 
el Estado represivo. 

A partir de octubre de 1983 se logra un diálogo social entre la Unión 
Cívica Radical, ucR, y los dirigentes de la CGT, con la finalidad de crear 
mecanismos de preconcertación. Así, el sindicalismo encuentra una serie 
de limitaciones para abordar el proceso de concertación; es preciso que 
su dirigencia sea legitimada por las elecciones y por la misma práctica 
democrática. En relación con sus potencialidades actuales y futuras, se 
entiende que la negociación social y la política contractual pueden ayudar 
a superar las tremendas tensiones socioeconómicas propias de una economía 
en grave crisis, como la argentina. 

"La concertación social. Una perspectiva sobre instrumentos de regula­
ción económico-social en procesos de democratización", de María Grossi 
y Mario dos Santos, es el último ensayo de colección que retoma de manera 
global las posibilidades reales de concretar la concertación social en La­
tinc::cmérica. 

Si bien la problemática de la concertación se enmarcó en primera ins­
tancia en la Europa de la posguerra y sobre el "Estado de bienestar" 
que enfrentabá una crisis económica aguda, el establecimiento de la con­
certación social como una necesidad política para llegar a la democracia 
en América Latina observa un proceso histórico totalmente diferente. 

La viabilidad de la concertación social en nuestra región, comentan 
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los autores, se enfrenta con la debilidad histórica de organización y parti­
cipación política de los sectores populares, derivada tanto de una estruc­
tura productiva poco integrada, desarrollada y diversificada, como de regí­
menes políticos adversos a la organización autónoma de los sectores sociales. 

Lo que está en juego en la concertación social latinoamericana es, por 
un lado, la gestión de un equilibrio logrado en coyuntura de crisis, y 
por otro, la gestión del proceso de desarrollo, con las inevitables tensiones 
que el mismo implica. Pues esta problemática pretende rebasar el umbral 
de crecimiento económico, de incorporación política, de integración social 
y de estabilidad constitucional. 

De esta manera, la relación entre las fuerzas sociales y los actores 
políticos permite la reaparición de grupos sociales organizados y el resurgi­
miento de la actividad política. 

Otro obstáculo de la concertación social es la dificultad de concilia.J:I 
regímenes democráticos relativamente estables con las transformaciones 
profundas que estas sociedades requieren, así como los riesgos que se afron­
tan en la etapa de transición. 

En cuanto a la relación de los mecanismos de concertación social con 
otros canales de producción de demandas socioeconómicas ( en este caso 
los partidos políticos) se ha llegado a cierto equilibrio de poder entre las 
organizaciones sectoriales reivindicando jntereses socioeconómicos parciales. 

Finalmente, señalan la necesidad de afianzar la acción de las organi­
zaciones sectoriales, de los gobiernos y de los movimientos sociales, los 
cuales determinarán o no el nivel de transformación del ordenamiento social. 

La diversidad de enfoques con la que es vista la concertación social 
en este libro y la variedad de casos presentes en Latinoamérica nos muestra 
la riqueza del tema. El trabajo es acompañado de una amplia y reciente 
bibliografía. 

Los diversos trabajos hacen presente la necesidad de la sociedad latino­
americana por evolucionar hacia contextos democráticos más amplios; 
transformar las relaciones entre las fuerzas sociales y los agentes políticos, 
y afinar las condiciones actuales de los sistemas políticos democráticos. 

Cabe señalar que, aunque pudieron omitirse las condiciones actuales 
de concertación social en países como Perú y Paraguay, el marco de inter­
pretación general resulta particularmente sugerente en relación con el con­
texto latinoamericano. 

Víctor l. Zamudio S. 
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